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S-2021 
Procedimiento:   Verbal -Restitución de tenencia de bien inmueble- 
Demandante:   LACO LTDA en liquidación 
Demandado:   Jairo Londoño Arango  
Radicado:   05001 31 03 006 2019 00665 01. 
Asunto:   Revoca sentencia impugnada y ordena la restitución del inmueble. 

  

 

TRIBUNAL SUPERIOR  

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

-SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL- 

 

Medellín, veintisiete (27) de octubre del dos mil veintiuno (2021). 

 

Decide el Tribunal el recurso de apelación frente a la sentencia del pasado 

21 de enero de 2021, mediante la cual el Juzgado Sexto Civil del Circuito de 

Medellín dirimió la controversia en el proceso Verbal con disposición especial 

de restitución de tenencia, promovida por la sociedad “Londoño Álvarez 

Comercializadora Ltda. en liquidación –LACO-”, en contra del señor Jairo 

Londoño Arango. Labor jurisdiccional que se acomete en el siguiente orden. 

 

I. ANTECEDENTES. 

 

1. Pretensiones. Mediante demanda de restitución de inmueble presentada 

a través de apoderado el día 25 de noviembre de 2019, la aludida sociedad 

solicitó que fuese ordenada en su favor la restitución de la tenencia de los 

inmuebles identificados con matrícula inmobiliaria 001-614575, 001-614492, 

001-614493 y 001-614538, correspondiente al apartamento 302, garaje 

número 56 y 57, así como el cuarto útil, respectivamente, del Edifico Biarritz, 

ubicado en la Calle 1b Sur número 38-10, de la Ciudad de Medellín. Dichos 

inmuebles fueron entregados en comodato precario al demandado Londoño 

Arango.      

 

2. Fundamentos fácticos. Como respaldo de las pretensiones, narró el 

apoderado de la demandante que:  

 

2.1. La sociedad Londoño Álvarez Comercializadora Ltda. en liquidación -

LACO-, es propietaria de los inmuebles antes descritos, los cuales se 
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encuentran en manos del señor Jairo Londoño Arango, en 

calidad de mero tenedor, quien es socio y exadministrador 

de LACO.  

 

2.2. La tenencia de estos bienes es ejercida por mera tolerancia de LACO, en 

la modalidad de comodato precario, según lo previsto en el artículo 2220 del 

Código Civil. Esta clase de tenencia implica que, en cualquier momento, el 

propietario puede demandar su restitución. 

 

2.3. La sociedad Londoño Álvarez Comercializadora Ltda. en liquidación -

LACO-, se encuentra disuelta y, en estado de liquidación, lo que hace 

necesario recuperar la tenencia de los bienes que actualmente estén siendo 

disfrutados por parte de los socios, conforme la facultad prevista en el artículo 

238.4 del Código de Comercio. 

 

3. Actuación procesal. La demanda correspondió por reparto al Juzgado 

Sexto Civil del Circuito de Medellín, quien la admitió por auto del 21 de enero 

de 2020, ordenando otorgarle el trámite previsto en el estatuto procedimental. 

 

3.1. Contestación de la demanda. Enterado de la demanda, el señor Jairo 

Londoño Arango dio contestación a ella a través de apoderado, reconociendo 

expresamente que la sociedad demandante era la propietaria de los 

inmuebles y que los ocupa como mero habitador, no obstante, advirtió lo 

siguiente: “la tenencia que tiene mi poderdante sobre los bienes objeto de restitución, no es por 

mera tolerancia de la demandante; por el contrario, la razón por la cual mi mandante entró a ocupar 

o habitar los mismos, está basada en que este fue el que compró los inmuebles con su patrimonio 

personal; por dación de pago, que hiciera de otro inmueble en la ciudad de Bogotá a la sociedad 

LACO. Y con lo consecuencia de ello al serle ordenado por sus médicos tratantes bajar de altura a 

su esposa fallecida (la señora Nelly Álvarez De Londoño) por la enfermedad que padecía, decidió 

adquirir los inmuebles en la ciudad de Medellín, para establecer la vivienda familiar con su esposa. 

 

Lo anterior, toda vez que no se ha configurado contrato de comodato precario alguno, dado que el 

demandado entró de manera libre y voluntaria a los inmuebles, sin que mediara relación contractual. 

Ello, toda vez que éste es socio de la empresa LACO desde su creación en 1988, lo que Io (sic) hace 

propietario de los bienes, lo que conlleva a que tiene derecho a habitar los inmuebles con su núcleo 

familiar. 

 

Los socios John Jairo y Gloria Elena Londoño Álvarez no han podido superar que mi mandante haya 

reiniciado su vida personal, y pretenden restituir de manera deliberada los inmuebles que citan en 

hechos anteriores, creando falacias, inventándose contratos que nunca han existido y orquestando 
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de esta manera una persecución patrimonial, psicológica, emocional, 

económica y familiar en contra de su padre.” 

 

Agregó, que era cierto el estado de liquidación en el que se encuentra la 

sociedad demandante, sin embargo, negó la necesidad de recuperar los 

bienes que están siendo disfrutados por él y su familia desde noviembre 27 

de 2014, máxime cuando dicho inmueble no es determinante para desarrollar 

el objeto social de la empresa. Que la necesidad de la restitución que se pide 

está más enmarcada en los socios herederos John Jairo Londoño Álvarez y 

Gloria Elena Londoño Álvarez, quienes pretenden perturbar la vida del 

demandado –padre de John Jairo y cónyuge supérstite-, con el único fin de 

afectarlo en su estabilidad económica y familiar, sin considerar tampoco su 

salud, debido a que el demandado cumplió 79 años el pasado 4 de marzo de 

2020 y ha sido calificado médicamente como paciente de alto riesgo. 

 

Seguidamente, formuló las siguientes excepciones  

 

“1- EXISTENCIA DE CONTRATO DE DERECHO DE HABITACIÓN VITALICIO: Lo 

que existe realmente con la ocupación de los bienes en manos de mi poderdante, 

es un derecho real de Habitación, dado que se trata de un inmueble destinado a 

vivienda familiar (casa) en el cual mi prohijado satisface sus necesidades 

personales y las cuales también comprenden las de su familia. Y si bien hasta el 

año 2015 era con la señora Nelly Álvarez De Londoño, para la actualidad lo es con 

su pareja la señora María Claudia Jaramillo Vélez. 

 

El derecho de uso o habitación está definido por el código civil y particularmente en 

el artículo 870 de dicha compilación, así: 

 

'ARTICULO 870. CONCEPTO DE LOS DERECHOS DE USO Y 

HABITACION. El derecho de uso es derecho real que consiste, 

generalmente, en la facultad de gozar de una parte limitada de las 

utilidades y productos de una cosa. Si se refiere a una casa y a Ia utilidad 

de morar en ella se llama derecho de habitación." (Subrayas y negrilla 

fuera del Texto),  

 

De igual manera el artículo 874 del código civil establece las limitaciones al 

uso y habitación, así:  
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"ARTICULO 874. LIMITACION AL USO Y HABITACION, 

El uso y la habitación se limitan a las necesidades 

personales del usuario o del habitador. En las necesidades personales 

del usuario o del habitador se comprenden las de su familia. La familia 

comprende la mujer y los hijos: tanto los que existen al momento de la 

constitución. como los que sobrevienen después. y esto aun cuando el 

usuario o habitador no esté casado. ni haya reconocido hilo alguno a la 

fecha de la constitución. 

 

Comprende, asimismo, el número de sirvientes necesarios para la familia 

Comprende, además, las personas que a la misma fecha vivan con el 

habitador o usuario, y a costa de éstos; y las personas a quienes éstos 

deben alimentos.' (Subrayas y negrilla fuera del Texto) 

 

En la actualidad mi mandante tiene la utilidad de habitar los bienes objeto de 

restitución bajo el derecho real de Habitación, el cual se configuró desde el año 

2014, calendo en el cual se trasladó con su anterior esposa desde la ciudad de 

Bogotá a la ciudad de Medellín, y el cual se dio en las siguientes condiciones, que 

expresamente son narradas por mi mandante, así: 

 

“…” Debo señalar que, como parte de la negociación con la propietaria 

de dicho inmueble, el señor Jairo Londoño, antes de la firma de la 

promesa de compra venta, mediante la entrega de $50 millones en 

efectivo, la Señora Beatriz Eugenia Ospina le permitió que el Ingeniero 

Londoño habitara con su familia en el citado Apartamento. 

 

El derecho de habitación es un derecho real, como lo es el derecho de servidumbre 

o el derecho de propiedad y este recae en cosa ajena con la finalidad exclusiva de 

alojamiento, con las mismas obligaciones y limitaciones que el usuario, o derecho 

de uso sin percepción de frutos, aplicado a la vivienda. Siendo el objeto la casa y el 

destino el alojamiento, excluyéndose el pago de una renta, características que 

cumple mi mandante expresamente.  

 

El acto expreso y solemne mediante el cual se configuró a favor de mi poderdante 

el poder entrar a habitar los inmuebles objeto de restitución, fue mediante el 

certificado del 25 de marzo de 2,015, expedido para la fecha por el representante 

legal de LACO, que sería el mismo demandado, certificación en la cual consta que 

los inmuebles fueron comprados con patrimonio de mi poderdante, igualmente se 

indica sobre el estado de salud del demandado y de la señora Nelly Alvarez De 

Londoño y su necesidad de residir en la ciudad de Medellín, al igual que la forma o 
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manera en la que se negociaron los inmuebles y en especial lo 

establecido en el literal X que indica lo siguiente: 

 

"Que los socios Nelly Álvarez De Londoño y Jairo Londoño Arango decidieron y 

ratificaron, que mientras los dos (2) o uno (1) de ellos mantengan la posesión de 

hecho y derecho de estos inmuebles aquí reconocida y/o los habilite o utilicen como 

su vivienda, JAIRO LONDOÑO ARANGO deberá cancelar, en forma oportuna y en 

la medida que se causen, todos los gastos relacionados con su conservación en 

buen estado, al igual que a pagar todos los impuestos, tasas, contribuciones, 

servicios públicos, administración de la copropiedad, y, en general, todo 

desembolso, periódico o no, a cargo de estos inmuebles a partir del jueves 27 de 

noviembre de 2.014' 

 
Mi mandante ha cancelado los impuestos prediales, administración, servicios 

públicos, entre otros gastos de los inmuebles objeto de restitución y entró a habitar 

los mismos a partir del 22 de noviembre de 2.014. 

2- INXEXISTENCIA DE CAUSAL DE EXTINCIÓN DE DERECHO DE 

HABITACIÓN. No existe en la actualidad causal de extinción del derecho de 

habitación, dado que las mismas son taxativas y solo se pueden extinguir así: Por 

muerte del usuario o habitador según el caso. Por la resolución del derecho del 

constituyente del derecho de uso o de habitación. Por consolidación del derecho de 

uso o habitación con la propiedad. Por prescripción, Por renuncia al derecho ya sea 

de uso o habitación. 

3- INEXISTENCIA DE CONTRATO DE COMODATO PRECARIO: Reza el artículo 

2.200 del Código civil define el comodato o préstamo de uso, así: "ARTICULO 2200. 

DEFINICIÓN Y PERFECCIONAMIENTO DEL COMODATO O PRÉSTAMO DE 

USO, El comodato o préstamo de uso es un contrato en que la una de las partes 

entrega a la otra gratuitamente una especie mueble o raíz, para que haga uso de 

ella, y con cargo de restituir la misma especie después de terminar el uso: 

 

De igual manera El artículo 2.220 de la mencionada compilación, describe como 

comodato precario las siguientes situaciones:  

 

ARTICULO 2220. OTRAS SITUACIONES DE COMODATO PRECARIO. se 

entiende precario cuando no se presta la cosa para un servicio particular, ni se fija 

tiempo para su restitución. Constituye también precaria (sic) la tenencia de una cosa 

ajena sin previo contrato y por ignorancia o mera tolerancia del dueño.' (Negrillas y 

subrayas fuera del texto original) 
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La norma anterior trae como primera exigencia para que sea 

precario que la cosa que se tenga sea ajena, situación que no 

aplica para este asunto dado que mi mandante al ser socio de LACO es igualmente 

dueño de los bienes objeto de restitución, por lo que de entrada es un desatino del 

demandante, pretender configurar un comodato precario por mera tolerancia. 

 

Es así, como no existe, ni ha existido contrato de comodato alguno, ni simple, mucho 

menos precario, lo argumentado por la demandante a través de su apoderado son 

invenciones fantasiosas, las cuales carecen de temática argumentativa y obedecen 

más a persecuciones orquestadas por los otros socios de LACO, los señores John 

Jairo y Gloria Elena Londoño Alvarez, quienes no han podido superar el hecho de 

que su padre (quien a la vez es socio de LACO) rehizo su vida con otra mujer, 

convirtiéndose tal vacío psicológico en una persecución personal, jurídica y 

pasional. 

 

Al no existir pruebas, ni circunstancias que permitan concluir que existe un contrato 

de comodato (simple o precario) se debe entender entonces que es un desacierto 

del liquidador de LACO el pretender con esta acción que se restituya por parte de 

mi mandante los bienes que este habita, ello debido a que la mera manifestación de 

un liquidador en la que indica que la mera tolerancia constituye un comodato, no 

merece credibilidad alguna, máxime cuando se dan todos los presupuestos para 

que se configure el derecho real de habitación.…” 

 

4. La sentencia apelada. El juzgado Sexto Civil del Circuito Medellín profirió 

sentencia el pasado 21 de enero de 2021, en la que halló probada la 

excepción denominada inexistencia de la relación de tenencia de comodato 

entre demandante y demandado. 

 

Para arribar a esta conclusión, pasó el funcionario analizar si estaban 

presentes los elementos estructurantes de la pretensión de restitución de 

tenencia, estimando inicialmente, que debía analizarse su procedencia, 

respecto del comodato precario en que se amparaba la sociedad demandante 

para promover la presente acción. Entendió entonces, el dispensador de 

justicia, que no se daba el presupuesto previsto en la ley para el comodato 

precario, debido a que era necesario que se tratara de un bien ajeno y, en 

últimas, el inmueble cuya restitución se pide es propiedad del mismo 

demandado, quien, junto con los socios, forma una comunidad de propietarios 

sobre los inmuebles objeto del proceso, por consiguiente, halló que esa falta 

de ajenidad es lo que impedía el nacimiento del comodato.  
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Habló sobre las desmembraciones que puede sufrir el 

derecho real de dominio, a saber, derecho de usufructo, 

uso o habitación, exaltando que cuando no se constituye este último derecho 

real mediante escritura pública, luego, como consecuencia, el mismo deviene 

inexistente. De esta forma, pasó a elucubrar sobre la posesión en cabeza del 

demandado, la cual halló demostrada con el certificado emitido por la 

sociedad demandante, documental donde se indica que la posesión de los 

inmuebles objeto del litigio le correspondía al demandado y a su cónyuge 

desde 2014, documento que fue anterior a la compraventa de los mismos, 

donde se pusieron a nombre de la sociedad, además, que tal certificación era 

conocida por los socios de la sociedad demandante. Reforzó esta tesis, 

advirtiendo que los testimonios eran claros en señalar que el demandado y 

su cónyuge estaban destinando el inmueble para su vivienda exclusiva. 

 

Acorde con lo anterior, encontró que el demandado fue claro en señalar que 

esos bienes fueron adquiridos con sus recursos propios, pese a que en la 

escritura se dijo que hacían parte de la sociedad, por lo que el demandado 

Jairo Londoño Arango se consideraba dueño de los inmuebles y eso tornaba 

inexistente la relación tenencial, necesaria para la prosperidad de las 

pretensiones.  

 

Que, si bien no se discutía la validez de la escritura pública, ello no “…hace 

impeditivo que se le pueda reconocer en este proceso, esa posible calidad de 

poseedor al señor Jairo Londoño, sobre los inmuebles materia de debate, y más 

específicamente para desvirtuar esa circunstancia de comodato precario que a su 

favor reclama la parte demandante…”.  

 

Para concluir, expuso: “…encuentra este funcionario judicial que lo que en este 

caso se observa, es que la tenencia por el señor Jairo de los inmuebles, tenencia 

que es el elemento material objetivo material sumada a la circunstancia de la 

condición subjetiva, de ánimo de señor y dueño expresada por el actualmente 

demandado, desde cuando él mismo, en calidad de representante legal, celebró el 

contrato y accedió al bien, junto con su señora esposa (sic) indicó a los socios que 

estos podrían estar de acuerdo y tenían conocimiento de esa circunstancia, conlleva 

a que al cumplirse los dos requisitos el objetivo y el subjetivo, pueda tener la calidad 

de poseedor sobre esos inmuebles, lo que da al traste a su vez, con una relación 

meramente tenencia por vía de comodato y de comodato precario en los términos 
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solicitados…” concluyendo de esta forma, entonces, en la 

viabilidad de la excepción planteada por la parte demandada.” 

 

5. De la alzada. La sentencia fue apelada en término por el apoderado de la 

demandante, quien plantea en su tesis impugnaticia, que la decisión de 

primera instancia mencionó fundamentos legales que i) fueron inaplicados u 

omitidos o ii) aplicados de manera imprecisa.  

 

a) El juez enunció, pero no aplicó las reglas que diferencian el contrato 

de sociedad con el cuasicontrato de comunidad. Anotó, que el juez de 

primera instancia dio lectura de las reglas del contrato de sociedad y del 

cuasicontrato de comunidad que no fueron aplicadas. Que no hizo una 

aplicación sistemática de estas normas, sino que se limitó a su mera 

enunciación, pues, no tuvo en cuenta que, conforme a las reglas del contrato 

de sociedad y del cuasicontrato de comunidad, existe completa separación 

patrimonial entre los bienes de los socios y los activos sociales, compartiendo 

para este efecto conceptos de la Superintendencia de Sociedades. 

 

b) El derecho que tiene un socio sobre los activos sociales no puede 

asimilarse a una copropiedad o comunidad de bienes. Que, de forma 

contraria a lo señalado en los artículos 98 del Código de Comercio y el 2322 

del Código Civil, el juez de primera instancia se equivocó cuando concluyó 

que no había comodato precario, ya que no estaba acreditado que la tenencia 

del demandado fuera sobre cosa ajena, sino que la vinculó con una supuesta 

situación de “posesión” o “copropiedad” del demandado sobre los bienes 

sociales cuya restitución se demanda. Tal conclusión, estima el censor, riñe 

directamente con lo señalado en el artículo 98 del Código de Comercio y el 

artículo 2322 del Código Civil, por cuanto esos fundamentos jurídicos 

excluyen expresamente la posibilidad de que el socio de una sociedad 

comercial sea considerado “poseedor” o “dueño” de los activos de la 

compañía en virtud del principio de separación patrimonial o affirmative asset 

partitioning.  

 

c) El demandado nunca aceptó ni confesó ser poseedor del inmueble.  

Agregó, que nunca estuvo en discusión la supuesta condición de poseedor, 

ya que no fue alegada expresamente por el demandado. Tanto así que, en 
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ninguna de sus alegaciones, el demandado planteó dicha 

condición en su defensa, rompiéndose de esta manera la 

regla de la congruencia. 

 

d) Que sí están probados los requisitos para que prospere la restitución 

y debe ordenarse. Finalizó señalando, que existían motivos legales 

suficientes para acceder a la restitución demandada, ya que la tenencia que 

ostenta el demandado sobre los bienes de LACO -en su condición de socio-, 

se desprende de situaciones de condescendencia y familiaridad que no 

pueden ser pasadas por alto por el Tribunal. Tal y como lo establece el 

artículo 2220 del Código Civil, en este caso se configura un comodato 

precario entre LACO y el demandado, pues éste detenta la tenencia de los 

bienes demandados “sin previo contrato y (...) con mera tolerancia del dueño”. 

 

Esbozados de esta manera los antecedentes que dieron lugar a la decisión 

recurrida y las razones de disenso que sustentan la alzada, procede la Sala 

a desatar el recurso con fundamento en las siguientes,  

 

III. CONSIDERACIONES. 

 

1. Presupuestos procesales. Encuentra la Sala satisfechos los requisitos o 

presupuestos procesales para que pueda abordarse el estudio de la 

apelación interpuesta por la parte demandante, de igual manera, no se 

observa que en el transcurso del proceso se haya irrumpido en alguna causal 

de nulidad, además, se les ha permitido a los apoderados de las partes 

exponer las razones que los llevan a sustentar su tesis dentro del término de 

sustentación del recurso de apelación. 

 

2. Antes de adentrarnos directamente en la solución del caso, resulta 

didáctico hacer algunas consideraciones acerca del contrato o derecho de 

uso o habitación con el comodato precario y la diferencia entre el patrimonio 

de una sociedad y el de los socios individualmente considerados, 

prolegómenos que ayudarán a comprender mejor el presente asunto. 

 

2.1. Del contrato de comodato y del comodato precario. El contrato de 

comodato es un negocio jurídico unilateral en virtud del cual una persona 
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llamada comodante entrega a otra llamada comodatario un 

bien para su uso y goce, el cual debe ser restituido una vez 

se extinga la relación contractual. Un elemento de la esencia de este contrato 

es la gratuidad, pues, para que se tipifique se exige que en ningún momento 

pueda cobrarse emolumento alguno a quien se le entrega la tenencia del bien, 

ya que su onerosidad lo haría degenerar en otro tipo de contrato, pues así lo 

tiene prescrito nuestro ordenamiento civil: 

 

Artículo 2200: “El comodato o préstamo de uso es un contrato en que una de las partes 

entrega a la otra gratuitamente una especie mueble o raíz, para que haga uso de ella y 

con cargo de restituir la misma especie después de terminar el uso. 

Este contrato no se perfecciona sino por la tradición de la cosa”. 

 

En este sentido, cabe hacer mención de las causales legales para extinguir 

la relación contractual y solicitar la restitución de la cosa dada en comodato, 

que se encuentran en el artículo 2005 del Código Civil, veamos:  

 

“El comodatario es obligado a restituir la cosa prestada en el tiempo convenido, o a falta 

de convención, después del uso para que ha sido prestada.  

 

Pero podrá exigirse la restitución aún antes del tiempo estipulado en tres casos:  

 

1. Si muere el comodatario, a menos que la cosa haya sido prestada para un servicio 

particular que no pueda diferirse o suspenderse.  

 

2. Si sobreviene al comodante una necesidad imprevista y urgente de la cosa.  

 

3. Si ha terminado o no tiene lugar el servicio para el cual se ha prestado la cosa.”  

 

2.1.1. Comodato Precario. Por su lado, dice el art. 2219 que el comodato es 

precario cuando el comodante se reserva la facultad de pedir la cosa prestada 

en cualquier tiempo, en concordancia con el art. 2220 ibidem, en cuanto 

indica que cuando no se fija tiempo para la restitución de la cosa, entonces, 

el comodato es precario, pero, termina el inciso segundo del artículo 2220 

con la siguiente regla: “Constituye también precaria (sic) la tenencia de una 

cosa ajena, sin previo contrato y por ignorancia o mera tolerancia del dueño.” 

 

2.1.2. El artículo 2220 del Código Civil colombiano tiene la misma redacción 

y entendimiento que el artículo 2195 del Código Civil Chileno, ambos escritos 

por don Andrés Bello, por lo que viene al caso traer a cita un artículo en el 

cual, explicando el comodato precario, el doctrinante Chileno Arturo Selman 

Nahum en su trabajo titulado “Algunas consideraciones sobre el precario 
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y la naturaleza jurídica del precarista”, publicado en la 

Revista Ius et Praxis, del año 2018, escribió: 

 

“3. El origen normativo del precario en el Código Civil chileno y su 

alcance a la luz de su correcta interpretación.  

 

El Proyecto Inédito del Código Civil, específicamente el art. 2337 (actual 

art. 2195 CC) dispuso a su respecto lo siguiente: “C. Báv. libro IV, c. 2, 

art. 11”. La nota de Bello no hace más que referirse al Código bávaro, 

que en lo pertinente señalaba: “(…) Respecto al préstamo de tolerancia, 

o sea, a título precario (precarium), se observarán las mismas reglas (las 

del préstamo propiamente dicho o comodato), excepto en cuanto el 

prestador puede pedir la cosa prestada cuando le acomode” 

 

A primera vista se denota que la fuente utilizada por Bello no hace más 

que referirse a la figura contractual del comodato precario. Ahora bien, 

pareciera ser que esta nota explicativa únicamente circunscribe a su 

respecto el inciso 1° del art. 2195 CC44, más no su inciso 2°. Esta postura 

ha sido planteada por Domínguez, quien sostuvo sobre la referida nota 

explicativa lo siguiente: “(…) No siempre se usa el argumento histórico y 

las notas de Bello con la exactitud requerida. En efecto, es verdad que 

una nota de Bello al Proyecto Inédito dice C. Báv. libro IV, c. 2, art. 11, 

pero el Código bávaro no hace referencia a la situación de hecho prevista 

en el inc. 2° de nuestro art. 2195 (…)”. Más adelante agrega que: “Esta 

hipótesis es de antigua data y era conocida por el Derecho Romano: 

“Precarium est, quod précibus petendi utendum concéditur tamdiu, 

quamdiu is qui concessit pátitur” (Ulpiano, Dig. 48.26.1). Así, lo que 

distingue al comodatum propiamente tal del precarium es la posibilidad 

del prestador de pedir la cosa en cualquier tiempo”. Para Domínguez, la 

situación descrita en el inciso 2° del art. 2195 CC, si bien tiene sus 

orígenes en el Derecho romano, e incluso se asemeja en su regulación 

al Código prusiano (en razón de que dicho Código circunscribe la 

regulación del precario dentro del contexto de un contrato), termina 

concluyendo que su creación como tal es propia del ingenio de Bello, y, 

por lo mismo, su sentido o alcance debe interpretarse de acuerdo con el 

texto de la ley.  

 

En este sentido, Domínguez dispuso: “Mas es lo cierto que esa situación 

de hecho, cuya naturaleza es discutible, aparece asimilada en el art. 2195 

inc. 2º a la situación contractual del contrato de comodato precario, desde 
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que el inc. 1º señala que “Se entiende precario cuando no 

se presta la cosa para un servicio particular ni se fija tiempo 

para su restitución”. Este contrato de precario, cuyos orígenes romanos 

hemos referido, es un acuerdo de voluntades y que se separa del 

comodato porque éste tiene un plazo para la restitución, sea fijado en la 

convención, sea determinado por el uso de la cosa. Pero si esa 

determinación expresa o tácita no existe, el contrato es de comodato 

precario. El inciso 2 agrega que “Constituye también precario” la situación 

de hecho a la que se refiere, es decir, también se rige por las mismas 

reglas y, por lo mismo, se asimila a una situación contractual. No deberá 

olvidarse que siendo Bello un eximio gramático y conocedor de nuestro 

idioma castellano, no pudo sino tener presente que el uso del adverbio 

“también” implicaba esa asimilación, pues “se usa para afirmar la 

igualdad, semejanza, conformidad o relación de una cosa con otra ya 

nombrada”, concepto que aunque es el del actual Diccionario de la Real 

Academia no podía sino ser el mismo en 1855”48. 

 

Se comparte la postura planteada por Domínguez, toda vez que el 

adverbio “también” sin lugar a dudas entrelaza el inciso 2° del art. 2195 

CC con su inciso 1°, y, por lo mismo, es dable sostener que lo asimila a 

la figura contractual del comodato precario. Francamente, resulta difícil 

creer que Bello, con la agudeza e ingenio que lo caracterizaba, haya 

pretendido regular en un solo inciso la institución del precario en los 

términos concebidos en el Derecho romano antiguo. En razón de su 

sucinta regulación y a su ubicación en el Código Civil (Libro IV, Título 

XXX del comodato o préstamo de uso), resulta razonable sostener que 

esta situación de hecho descrita en el inciso 2° del art. 2195 CC se 

asimila a la figura contractual del comodato precario, con las variantes 

evidentes que la propia norma contempla. 

 

En esta misma línea, Atria señala que “(…) el uso de la palabra “también” 

en esa regla: “constituye también [es decir, también comodato] precario 

la tenencia de una cosa ajena, sin previo contrato, y por ignorancia o 

mera tolerancia del dueño”. Pero una atenta lectura de los dos artículos 

en cuestión muestra que no hay contradicción: en virtud del contrato de 

comodato el comodante debe respetar el uso que el comodatario hace 

de su cosa, salvo que se reserve la facultad de pedir la restitución en 

cualquier tiempo. En este último caso el contrato “toma el título de 

precario” (art. 2194 cc). El artículo 2195 contiene dos reglas: una (la del 

inciso primero) que pretende interpretar la voluntad de las partes y otra 
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que califica como precario lo que de acuerdo a su 

naturaleza no lo es (inciso segundo)”.  

 

Una opinión similar sostuvo Claro Solar, quien, al referirse a la institución 

del precario dispuso lo siguiente: “El precarium no es desconocido en 

nuestro Código; pero no en el sentido en que el Código francés lo aplica 

a la posesión. “El comodato, dice el art. 2194, toma el título de precario 

si el comodante se reserva la facultad de pedir la restitución de la cosa 

en cualquier tiempo”. El art. 2195 añade: “Se entiende precario cuando 

no se presta la cosa para un servicio particular, ni se fija tiempo para su 

restitución. Constituye también precario la tenencia de una cosa ajena, 

sin previo contrato y por ignorancia o mera tolerancia del dueño”. Es la 

misma institución romana, pero, simplemente, una forma especial del 

contrato de comodato o préstamo de uso, contrato de beneficencia como 

el precarium romano, contrato real, porque “no se perfecciona sino por la 

tradición de la cosa”, según el art. 2174, es decir, por la entrega de la 

cosa, pues “el comodante conserva sobre la cosa prestada todos los 

derechos que antes tenía, pero no su ejercicio en cuanto fuere 

incompatible con el uso concedido al comodatario” (art. 2176), uso que 

en el precario se refiere a todos los servicios de que la cosa es 

susceptible. Mas, obligado el comodatario a restituir la misma cosa 

prestada, es, mientras dura el comodato, simple tenedor de ella y no 

adquiere la posesión en conformidad al art. 714 que considera mero 

tenedor al que tiene una cosa reconociendo dominio ajeno (…)”. 

 

2.2. Del derecho de uso o habitación. Por su parte, el artículo 870 del C 

Civil prescribe que “El derecho de uso es derecho real que consiste, generalmente, 

en la facultad de gozar de una parte limitada de las utilidades y productos de una 

cosa. Si se refiere a una casa, y a la utilidad de morar en ella, se llama derecho de 

habitación.”. Seguidamente, el artículo 871 ibidem dispone que los derechos 

de uso y habitación se constituyen y pierden de la misma manera que el 

usufructo, mientras que el artículo 826 dispone que “El usufructo que haya de 

recaer sobre inmuebles por acto entre vivos, no valdrá si no se otorgaré por 

instrumento público inscrito…”; por consiguiente, bien puede afirmarse que la 

cesión del derecho de uso o habitación reglada en los artículos 870 al 878 del 

C Civil, por acto entre vivos, debe hacerse por escritura pública registrada, so 

pena de su invalidez. 

 



M. P. Julián Valencia Castaño                                                                                                                                                   

                                                                                                                                                                            

                                                                                       

 

“Al servicio de la justicia y de la paz social” 

 

14 

Nótese cómo hay una gran diferencia entre la constitución 

de un derecho de habitación que puede ser vitalicio, pero 

cuando recae sobre inmueble está sujeto a una solemnidad, esto es, que 

debe constituirse por escritura pública y registrarse, so pena de su invalidez; 

mientras que el comodato que también puede recaer sobre un mueble o 

inmueble no está sometido a solemnidad alguna, sino que exige la entrega 

real de la cosa para su perfeccionamiento por ser un contrato real, porque 

mientras eso no ocurra, el comodante no adquiere ninguna obligación, 

además, siempre será gratuito y debe tener un término definido, razón por la 

cual cuando no existe ese término pasa a llamarse “COMODATO 

PRECARIO”, sobre el cual su restitución puede ser reclamada en cualquier 

tiempo por el comodante, tal cual se deduce de los artículos 2019 y 2020 del 

C Civil. 

 

2.3. Trámite verbal para la restitución de tenencia. Diversas son las formas 

en que una persona puede dar a otra la tenencia de un bien, sin que tenga 

como origen el contrato de arrendamiento. En este sentido, se encuentra el 

contrato de préstamo de uso o comodato, el contrato de aparcería, algunas 

modalidades de contratos de colaboración, y demás formas de mera 

tenencia, etc. Por tal motivo, la ley no exige una determinada figura 

contractual ni una calidad específica para incoar la acción de restitución de 

tenencia, pues, basta con que la parte demandante demuestre ser titular de 

la relación jurídica que originó la entrega del bien a cualquier título distinto del 

arrendamiento al demandado y que este se haya negado a devolverlo, a 

pesar de estar obligado a ello, por mediar una causal legal o un acuerdo de 

voluntades en tal sentido. 

 

El artículo 384 del Código General del Proceso, consagra la potestad que 

tiene todo aquel que ha dado un bien en tenencia a título distinto del 

arrendamiento, de pedir a la administración de justicia que se ordene su 

restitución, por los trámites de procedimiento verbal, aplicando en lo 

pertinente las mismas reglas que para la restitución de inmueble arrendado, 

lo que se debe hacer así por remisión expresa de la misma disposición en 

cita. 

 

3. El representante legal de una sociedad sólo puede celebrar contratos 

que no desborden sus facultades estatutarias ni legales. No puede 
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perderse de la vista que el límite de las facultades y 

funciones del administrador de una sociedad deben constar 

en los estatutos y registrarse en cámara de comercio, dentro de los cuales 

debe constar el límite de las actuaciones de dicho representante legal, 

mientras no contraríe el régimen legal de reglas imperativas, y lo que no 

conste allí en los estatutos, deberá mirarse a través de las leyes que regulan 

el funcionamiento de la sociedad, tales como el Código de Comercio, la ley 

222 de 1995, ley 1258 del 2008 y demás leyes concordantes.    

 

Por eso, en el concepto 220-13945 REF, la Superintendencia de sociedades 

contestó lo siguiente a un interesado que preguntó sobre: Las limitaciones a 

las facultades del Representante Legal le compete fijarlas al Máximo Órgano 

Social y deben constar en los estatutos. 

 

“Me refiero a su comunicación radicada en esta Entidad con el número 

261048, por medio de la cual consulta lo siguiente: 

 

"En el caso en que los estatutos de una Sociedad Anónima, deleguen en 

su Junta Directiva la facultad para establecer limitaciones a la Facultades 

del Representante Legal, ¿las limitaciones que establezca la Junta 

Directiva deben ser registradas o no por parte de la Cámara de Comercio 

respectiva, para efectos de ser oponibles ante terceros, dando 

cumplimiento al artículo 196 del código de Comercio?". 

 

Al respecto, me permito manifestarle que sobre las facultades del 

representante legal, sus limitaciones, el órgano encargado de 

establecerlas y su publicidad, este Despacho se pronunció en anterior 

oportunidad en los siguientes términos: 

 

"El gerente de una sociedad se entiende facultado para ejecutar o 

celebrar todo acto o contrato comprendido en el objeto social y cualquier 

limitación debe estar consagrada en los estatutos de la compañía. Así 

mismo la modificación de sus atribuciones es una reforma estatutaria. 

 

"El contrato de sociedad contiene estipulaciones de muy diversa índole. 

 

"Así, mientras muchas de sus cláusulas son de interés exclusivo de los 

asociados, como ocurre con las que reglamentan la forma de repartir las 

utilidades sociales o el ejercicio de los derechos de preferencia, de voto 



M. P. Julián Valencia Castaño                                                                                                                                                   

                                                                                                                                                                            

                                                                                       

 

“Al servicio de la justicia y de la paz social” 

 

16 

y de inspección, otras transcienden al orden externo y 

afectan en mayor o menor grado los intereses de terceros, 

por cuya razón merecen, con mayor justificación que las primeras, una 

adecuada publicidad.  

 

"Tal ocurre con la cláusula del objeto social, que fija los límites de la 

capacidad legal de la persona jurídica, y con las que regulan lo 

relacionado con la representación legal de la compañía. Dentro de estas 

últimas, revisten particular importancia para los terceros aquellas 

estipulaciones que establecen limitaciones a las facultades de los 

representantes legales. 

 

"En materia de atribuciones, el principio general es que el gerente se 

entiende facultado para ejecutar o celebrar todo acto o contrato 

comprendido en el objeto social, la excepción es que su capacidad 

normal de contratación se encuentre restringida y por lo mismo, es obvio 

que cualquier limitación de tal naturaleza no solo debe encontrarse 

consignada en los estatutos sociales y estar concebidos sus alcances en 

términos claros y precisos, sino que la estipulación no puede estar 

afectada de una inestabilidad que pueda desvirtuar la seguridad y certeza 

que reclaman los intereses de terceros. 

 

"Es por eso que el artículo 196 del Código de Comercio establece: 

 

"La representación de la sociedad y la administración de sus bienes y 

negocios se ajustarán a las estipulaciones del contrato social, conforme 

al régimen de cada tipo de sociedad. 

 

"A falta de estipulaciones, se entenderá que las personas que 

representan la sociedad podrán celebrar o ejecutar todos los actos y 

contratos comprendidos dentro del objeto social o que se relacionen 

directamente con la existencia y el funcionamiento de la sociedad. 

 

"Las limitaciones o restricciones de las facultades anteriores que 

no consten expresamente en el contrato social inscrito en el registro 

mercantil no serán oponibles a terceros" (se destaca) 

 

"Otras disposiciones del estatuto mercantil reiteran esa misma exigencia. 

Así, el artículo 110, ordinal 6 del Código de Comercio, prescribe que los 

estatutos sociales deben contener "la forma de administrar los negocios 
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sociales, con indicación de las atribuciones y facultades de 

los administradores...". 

 

"Por su parte, el artículo 117, inciso segundo, del mismo Código, expresa 

que "para probar la representación de la sociedad bastará la certificación 

de la Cámara de Comercio respectiva, con indicación del nombre de los 

representantes, de las facultades conferidas a cada uno de ellos en el 

contrato y de las limitaciones acordadas a dichas facultades, en su caso" 

(Destaca el Despacho) 

 

"Por consiguiente, cualquier limitación a las facultades del representante 

legal debe estar consagrada expresamente en los estatutos de la 

compañía, de tal suerte que "haga parte" del contrato bajo la categoría 

de "estipulación contractual". La modificación es reforma estatutaria, que 

requiere la aprobación de la asamblea general de accionistas, de donde 

resulta que asignarle a la junta directiva la atribución de modificar los 

límites originalmente estipulados es tanto como facultarla para reformar 

los estatutos sociales". 

 

"Por lo demás se logra en esa forma que tales modificaciones sean 

adoptadas de la publicidad que es propia de toda reforma estatutaria y 

se garantiza a los terceros la posibilidad de lograr una información 

adecuada y oportuna sobre la introducción de dichos cambios" (Libro 

Doctrinas y Conceptos Jurídicos 1995- Superintendencia de Sociedades, 

página 85). 

 

Conforme lo anterior, es claro entonces que las limitaciones que se fijen 

a las facultades del representante legal, son de exclusiva incumbencia 

del Máximo Organo Social de la compañía, limitaciones que para que 

sean oponibles a terceros debe necesariamente inscribirse en el registro 

mercantil de la Cámara de Comercio correspondiente. 

 

En los anteriores términos se ha dado contestación a su consulta, no sin 

antes manifestarle que los efectos del presente pronunciamiento son los 

descritos en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo.” 

 

3.1. Pero lo más determinante es la prohibición legal impuesta a los 

representantes legales de las sociedades, contenida en el artículo 839 del C. 

de Co. en cuanto “No podrá el representante hacer de contraparte del 
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representado o contratar consigo mismo, en su propio 

nombre o como representante de un tercero, salvo expresa 

autorización del representado. 

 

“En ningún caso podrá el representante prevalerse, contra la voluntad del 

representado, del acto concluido con violación de la anterior prohibición y 

quedará obligado a indemnizar los perjuicios que le haya causado.” 

 

A lo anterior se suma, que el numeral 1° del artículo 899 ibidem, sanciona con 

nulidad absoluta el negocio jurídico que contraríe una norma imperativa, salvo 

que la ley disponga otra cosa, lo que en este caso no sucede. 

 

4. Caso concreto. No cabe duda que la decisión de primera instancia negó 

la existencia de una relación tenencial entre las partes de la lid, para el efecto, 

el a quo centró su fundamentación, en cuanto halló que las pruebas le 

mostraban cómo el demandado se arrogó la posesión de los inmuebles objeto 

del litigio, lo que condujo al funcionario, en desarrollo argumentativo, a hacer 

prevalecer esa relación jurídica de señorío, eliminando de esa forma cualquier 

vestigio de comodato precario o derecho de habitación en el demandado, 

merced a que, mal podría llamarse tenencia de cosa ajena, a lo que el mismo 

demandado consideraba que era un bien propio, al tiempo que desechó el 

derecho de habitación por falta de las solemnidades legales. De esta manera, 

entendió el juez a quo, que los efectos de esa tenencia que para él era una 

verdadera posesión, desvanecían los efectos del dominio que invocaba la 

sociedad demandante con fundamento en Escritura Pública número 487 del 

06 de marzo de 2015, vertida en la Notaría Veintiséis de Medellín, 

consolidando este último planteamiento, con la apreciación de que, a la 

postre, el demandado junto con los demás socios de la sociedad 

demandante, formaban una comunidad de propietarios sobre los inmuebles 

objeto del proceso. 

 

Por el contrario, la parte demandante no comparte la posición del juez a quo, 

pues, desde su óptica jurídica, se confunde el patrimonio social con un 

derecho de copropiedad que le permitía al demandado asumir la tenencia del 

bien social como un verdadero poseedor, cuando dichos patrimonios son 

inconfundibles, máxime cuando en ningún momento el demandado se 

proclamó tenedor con ánimo de señor o dueño.  
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4.1. Problema jurídico. De la sentencia de primera 

instancia y del recurso de apelación se sigue, entonces, 

que el problema jurídico contiene unos interrogantes que encierran el vértice 

de la presente controversia ¿Es cierto que, a contrario de la relación con el 

inmueble confesada por el demandado, su tenencia es con ánimo de señor y 

dueño -como lo dedujo el juez a quo-, porque su condición de socio puede 

asimilarse a la de un copropietario, lo que hace imposible el ejercicio de un 

comodato sobre cosa propia? o, ¿Es cierto, como lo alega el demandante, 

que la tenencia del demandado es a título de comodatario precario y debe 

procederse a ordenar la restitución? 

 

5. Para esta Sala del Tribunal, tiene razón el apelante en calificar como 

desacertado el juicio de la sentencia de primera instancia, veamos por qué: 

 

5.1. Se recuerda que las pretensiones de la demanda tienen venero en la 

facultad otorgada al liquidador de una sociedad comercial, por el artículo 

238.4 del Estatuto de los Comerciantes, que obliga a los liquidadores de las 

sociedades a obtener la restitución de los bienes sociales que estén en poder 

de los asociados y, en este caso las pretensiones de la sociedad Londoño 

Álvarez Comercializadora Ltda. en liquidación -LACO-, se concretan a la 

restitución de la tenencia de los inmuebles que ocupa el demandado por mera 

tolerancia del dueño, atendiendo la naturaleza de dicho ente societario.  

 

5.2. Primero, veamos sucintamente qué es la posesión. El artículo 762 del 

Código Civil define en forma inequívoca la posesión como la tenencia de una 

cosa determinada con ánimo de señor y dueño. Esto es, que la posesión no 

es cosa distinta a un hecho real o material que surge de la detentación 

material de un bien por quien se denomina poseedor, quien con su actuar 

genera una convicción de señorío frente a todos los observadores, que 

indubitablemente lo creen dueño de esa cosa sin respecto de nadie. 

 

Dos son los elementos necesarios para que se configure la posesión: el 

animus y el corpus. El primero de ellos está dado por un elemento volitivo o 

intencional, o si se quiere por parámetros subjetivos que delimitan su 

existencia, mientras que el segundo obedece a criterios externos, extrínsecos 

o a factores exógenos que materializan el hecho posesorio propiamente 

dicho. El ánimus, es un hecho indicador de que existe en una persona el 
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elemento intencional que se muestra en el propósito de 

tener el bien como propio, lo cual implica la posibilidad de 

uso del disfrute del mismo, como una facultad que tendría el propietario, pues 

no se entendería cómo el poseedor debiendo comportarse como lo haría el 

dueño de un bien, no pueda desplegar la potestad de uso o provecho 

económico del mismo, de forma autónoma y libre, es decir, sin que reconozca 

dominio ajeno. 

 

5.3. Contrario a lo que concluyó el a quo, este último elemento -ánimus- se 

estima ausente en el demandado, pues, para el Tribunal lo que se advierte 

del acopio probatorio allegado al proceso y más concretamente de la 

confesión del demandado, es que el señor Jairo Londoño Arango nunca ha 

estimado dentro de su fuero interno, que la tenencia sobre los inmuebles 

objeto del litigio, sea con ánimo de señor y dueño. 

 

La prueba de que no hay posesión, proviene de la misma contestación de la 

demanda, cuando en los hechos confesó que era mero tenedor y por eso la 

primera excepción de fondo la llamó: “1- EXISTENCIA DE CONTRATO DE DERECHO 

DE HABITACIÓN VITALICIO: Lo que existe realmente con la ocupación de los bienes en manos de 

mi poderdante, es un derecho real de Habitación, dado que se trata de un inmueble destinado a 

vivienda familiar (casa) en el cual mi prohijado satisface sus necesidades personales y las cuales 

también comprenden las de su familia…”. Misma que ratificó en su declaración de 

parte, cuando el señor Londoño Arango afirmó: “…yo era copropietario como socio de 

la comercializadora y mi señora, que juntos hacíamos la mayoría un 70%, entonces me dijo 

entreguémonoslo (sic) y nos lo entregamos, ¿para qué? para que viviera toda la familia…” (cfr. 

mnto 1:38:40 archivo 21).  Esto es, que siempre se reconoció por el demandado 

la titularidad y posesión en la sociedad, a lo que hay que sumar que en la 

contestación de la demanda se aceptó expresamente que la propietaria de 

los inmuebles objeto de la pretensión restitutoria era la sociedad demandante 

“Londoño Álvarez Comercializadora Ltda. En liquidación” y nadie más. 

 

No se comprende, entonces, que pese a esa confesión inequívoca del señor 

Jairo Londoño Arango, en cuanto siempre se proclamó tenedor como 

habitador de los inmuebles y nunca como señor y dueño de los mismos, sin 

embargo, el juez concluyó que el demandado tenía una verdadera 

POSESIÓN MATERIAL sobre los inmuebles, pues dejó distraer su mirada en 

expresiones del mismo demandado, cuando al contestar la demanda y en 

interrogatorio de parte, declaró que con su propio patrimonio había comprado 
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esos inmuebles para habitarlos con su familia, pero lo que 

no advirtió es que no solo no está demostrado que así haya 

ocurrido, sino que, aún que fuera cierto, de todas maneras, los inmuebles han 

pertenecido y pertenecen en propiedad a la sociedad demandante, como se 

prueba con los certificados de tradición aportados y como lo confesó el mismo 

demandado, certeza que impedía llegar a la conclusión de una supuesta 

posesión en el señor Jairo Londoño. 

 

5.4. Pero es que tampoco atinó el juez cuando dejó de creer en la prueba de 

la ocupación precaria bajo el mal entendido de que el demandado era 

copropietario de los inmuebles, como tampoco aceptó el derecho de 

habitación esgrimido por el demandado, en razón a que no constaba por 

escritura pública, pero de ahí no pudo llegar a convencerse que a pesar de 

esa falta de solemnidad, lo que él estaba confesando es que no era poseedor 

sino un mero tenedor o habitador y por eso es que la decisión del a quo resulta 

contraevidente a lo probado en el proceso.  

 

Claramente, la confesión del demandado fue mal entendida por el a quo como 

una posesión, porque si cuando para la época en que Jairo Londoño –hoy 

demandado-, fungía como el representante legal de la sociedad, en esa 

calidad también reconoció y sabía que dichos inmuebles eran de la sociedad 

y decidió entregárselos a él como persona natural para usarlos y habitarlos 

con su familia, negocio jurídico unilateral que sólo puede traducir una tenencia 

sin ánimo de señor y dueño, máxime cuando -se repite-, que al contestar la 

demanda y al contestar interrogatorio de parte, siempre admitió que la 

propietaria del inmueble es la sociedad demandante, por lo que hay un interés 

legítimo en el actual administrador de la sociedad para pedir la restitución de 

dicha tenencia precaria, para que la tenencia regrese a la sociedad, sin que 

la prueba documental y las afirmaciones del demandado en su interrogatorio 

conlleven una prueba de la posesión, como equivocadamente lo decidió el a 

quo.    

 

5.5. La prueba testimonial no refleja la prueba de la posesión. Tampoco 

tiene razón el señor juez de primera instancia cuando dio a la prueba testifical 

recogida en el proceso, el alcance de un indicio de la posesión, puesto que 

los testigos no pasaron de evocar claramente que el demandado Jairo 

Londoño Arango -junto con su cónyuge Nelly Álvarez-, destinaron los 
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inmuebles objeto del litigio, para su vivienda exclusiva, 

pero, el tema de prueba no es si el demandado vivió o no 

en el inmueble, pues claro que ahí vivió y fijó su domicilio junto con su 

cónyuge y varios de sus hijos, sin embargo, ese hecho per se no sirve de 

prueba a la posesión que halló el funcionario, porque, testigos no pueden 

derruir ese estado mental, es decir, no pueden saber más sobre el ánimo de 

dueño que el poseedor mismo, quien negó esa relación con la cosa.  

 

La H. Corte Suprema de justicia ha sido clara en su Sala de casación Civil, al 

señalar que, si bien existe libertad probatoria para acreditar la posesión, no 

obstante, el comportamiento de la prueba es preciso y complejo a la hora 

de desvirtuar la manifestación del detentador que reniega de la existencia 

del ánimus, como ocurre aquí con el señor Jairo Londoño Arango. Al punto, 

refirió el Alto Corporado “que «no se puede obtener por testigos, porque 

apodíctico es [que] nadie puede hacer que alguien posea sin quererlo, 

pues como tiene explicado esta Corporación… ‘es en el sujeto que dice 

poseer en donde debe hallarse la voluntariedad de la posesión, la cual 

es imposible adquirir por medio de un tercero, cuya sola voluntad 

resulta así, por razones evidentes, ineficaz para tal fin’ CSJ. Civil. 

Sentencia 093 de 18 de noviembre de 1999» (SC17221, 18 dic. 2014, rad. 

n.° 2004-00070-01. En el mismo sentido SC, 5 nov. 2003, exp. n.° 7052).1  

 

Por modo que, si el mismo demandado es quien niega la voluntad o elemento 

psíquico de haberse relacionado con el inmueble a manera de dueño, luego, 

lo que reside en su fuero interno es la calidad de mero tenedor-habitador, 

siendo eso lo que se impone como verdad procesal, ya que el demandado 

nunca se proclamó propietario de los inmuebles, por lo que resulta un 

desacierto del a quo haber sobrevalorado la prueba testimonial, para 

encumbrarla y sobreponerla a la confesión del demandado, quien siempre 

admitió ser un mero habitador o tenedor de los inmuebles cuya restitución de 

él se reclama por el representante legal de la sociedad.  

 

5.6. El colofón que antecede se solidifica al examinar bajo este contexto la ya 

aludida certificación donde si bien es cierto se indica: “Que los socios NELLY 

ÁLVAREZ DE LONDOÑO Y JAIRO LONDOÑO ARANGO, tomaron posesión 

                                                 
1 CSJ. SC5342-2018 Radicación n.° 20001-31-03-005-2010-00114-01. M.P. AROLDO WILSON QUIROZ 

MONSALVO  
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o tenencia de los citados inmuebles con ánimo de dueño a 

partir del Jueves 27 de Noviembre de 2014 con base a lo 

que quedó consignado en la certificación emitida por L.A., 

COMERCIALIZADORA EL 09 DE ENERO DE 2008…”, no obstante, el mismo 

demandado quien la rubricó, ha confesado que lo hizo para proteger el 

patrimonio familiar, por temor que la nuera participara del patrimonio social 

dada su participación accionaria y, además, siguiendo órdenes de su socia y 

cónyuge Nelly Álvarez, quien era la que daba las órdenes sobre la disposición 

de los inmuebles sociales, por lo cual, esa documental carece de la fuerza 

probatoria necesaria, para que se entienda como la fuente de los elementos 

propios de la posesión que erróneamente avistó el funcionario de primera 

instancia, misma certificación que a falta de la explicación dada por el señor 

Jairo para desvirtuarla, igualmente habría de perder toda fuerza probatoria 

para la posesión, pues, por ser ésta un hecho, no suele probarse con 

documentos, sino regularmente con testimonios, pero aquí, igualmente, la 

confesión y comportamiento procesal del demandado, posteriores a esa 

prueba elaborada por el mismo demandado, resulta categórica y sólida para 

desmentir la posesión que el juez halló.  

 

5.7. De tal manera que, si el bien fue entregado o a decir del mismo 

demandado, “autoentregado” como representante legal de Londoño 

Álvarez Comercializadora Ltda. en liquidación, el 27 de noviembre de 2014, 

a título gratuito, para que lo usara y disfrutara del mismo, jurídicamente, no 

se logra apreciar qué otra relación de tenencia hubiera podido surgir entre los 

socios, pues, de acuerdo con el artículo 775 del Código Civil, se llama mera 

tenencia la que se ejerce sobre una cosa, no como dueño, sino en lugar o a 

nombre del dueño; regla que contiene ejemplos de dicha calidad de mero 

tenedor, mencionando al acreedor prendario, al secuestre, al usufructuario, 

al usuario, el que tiene derecho de habitación, de lo que se deduce que es 

toda aquella relación con una cosa que se tiene a título precario y a nombre 

del dueño, a quien se le reconoce el dominio sobre las cosas, sin que quepa 

duda que aquí no se demostró la posesión en el demandado que solamente 

halló el juez del caso. 

 

5.8. Para finalizar lo relacionado con la falta de prueba de la posesión, se 

repite, cómo no puede perderse de vista la manifestación que a este respecto 

realiza el demandado Jairo Londoño, quien, al contestar la demanda fue 
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certero en reconocer que los inmuebles objeto de 

restitución son propiedad de la sociedad y él solamente 

tiene sobre ellos un derecho de habitación vitalicio, pues, dentro de las 

excepciones que propuso de fondo está la que explicó como: “1- EXISTENCIA 

DE CONTRATO DE DERECHO DE HABITACIÓN VITALICIO: Lo que existe 

realmente con la ocupación de los bienes en manos de mi poderdante, es un 

derecho real de Habitación, dado que se trata de un inmueble destinado a vivienda 

familiar (casa) en el cual mi prohijado satisface sus necesidades personales y las 

cuales también comprenden las de su familia. Y si bien hasta el año 2015 era con 

la señora Nelly Álvarez De Londoño, para la actualidad lo es con su pareja la señora 

María Claudia Jaramillo Vélez. (…) En la actualidad mi mandante tiene la utilidad de 

habitar los bienes objeto de restitución bajo el derecho real de Habitación, el cual 

se configuró desde el año 2014, calendo en el cual se trasladó con su anterior 

esposa desde la ciudad de Bogotá a la ciudad de Medellín, y el cual se dio en las 

siguientes condiciones, que expresamente son narradas por mi mandante, así: 

 

“…” Debo señalar que, como parte de la negociación con la propietaria 

de dicho inmueble, el señor Jairo Londoño, antes de la firma de la 

promesa de compra venta, mediante la entrega de $50 millones en 

efectivo, la Señora Beatriz Eugenia Ospina le permitió que el Ingeniero 

Londoño habitara con su familia en el citado Apartamento. El derecho de 

habitación es un derecho real, como lo es el derecho de servidumbre o 

el derecho de propiedad y este recae en cosa ajena con la finalidad 

exclusiva de alojamiento, con las mismas obligaciones y limitaciones que 

el usuario, o derecho de uso sin percepción de frutos, aplicado a la 

vivienda. Siendo el objeto la casa y el destino el alojamiento, 

excluyéndose el pago de una renta, características que cumple mi 

mandante expresamente.”  

 

5.9. Luego, tampoco debió despacharse el asunto por el camino de la 

acreditación de la excepción de fondo, pues si el entendido del funcionario 

era hallar probada la posesión, debió simplemente denegar pretensiones, ya 

que el abordaje de las excepciones debe hacerse solamente cuando han 

quedado demostrados los elementos axiológicos de la pretensión y nunca 

cuando se deniegan las pretensiones, pues, como lo tiene dicho la Corte y lo 

recordó en la SC4204-2021 del 22 de septiembre del 2021: 

“Al respecto, debe memorarse:  

 
No puede en el punto echarse al olvido que, (…), el estudio de las 

excepciones ‘...no procede sino cuando se ha deducido o establecido en 
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el fallo el derecho del actor, porque entonces habiéndose 

estudiado el fondo del asunto y establecido el derecho que 

la parte actora invoca, es necesario, de oficio algunas veces, a petición 

del demandado en otras, ... confrontar el derecho con la defensa, para 

resolver si ésta lo extinguió. Por eso, cuando la sentencia es absolutoria, 

es inoficioso estudiar las defensas propuestas o deducir de oficio alguna 

perentoria, porque no existe el término, el extremo, es decir, el derecho 

a que haya de oponerse la defensa (Cas. Civ. de 30 de abril de 1937, 

XLV, 114; 31 de mayo de 1938, XLVI, 612). 

 

Asunto que, por cierto, añádese ahora, más bien parece de puro sentido 

común: se trata tan solo de la inutilidad de entrar a valorar la consistencia 

y fortaleza de una defensa que se desplegó para enfrentar un ataque a 

la postre inofensivo; porque si la acción sencillamente no se consolidó, la 

defensa esgrimida para contrarrestarla pierde su razón de ser, y mal 

haríase entonces en pasar a definir su viabilidad8 (se subraya). (8 CSJ, 

SC del 28 de noviembre de 2000, Rad. n.° 5928.)   

 

6. La supuesta calidad de socio y/o copropietario no convertía al 

demandado en poseedor. Tampoco se admite por el Tribunal el juicio del 

juez a quo, al asumir que a pesar del demandado haber confesado que era 

un tenedor-habitador, de todas maneras, su condición de socio podría 

asimilarse a la de un “copropietario”, para por ahí mismo desvanecer el 

derecho de habitación que se alega, juicio que resulta equivocado por lo 

siguiente: 

 

6.1. Existe diferencia entre el patrimonio social y el de los socios 

individualmente considerados. Para lo que viene al caso comentar, debe 

memorarse que, en vigencia de la sociedad de que se trate, esta conforma 

“una persona jurídica distinta de los socios individualmente considerados”, 

según lo preceptuado por el artículo 98 del Código de Comercio, de ahí que 

se tenga por establecido que una cosa es el patrimonio personal e individual 

de determinado socio y, otra muy distinta viene a ser el patrimonio de la 

sociedad, en este caso, la denominada “Londoño Álvarez 

Comercializadora Ltda. en liquidación”, quien al ser una persona jurídica 

se constituye como un ente particular, autónomo e independiente de sus 

socios.  
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Según la Corte Constitucional2: “…La constitución de una 

sociedad -por regla general- implica el nacimiento de una 

persona distinta de los socios, dotada de atributos propios de la 

personalidad jurídica -nombre, domicilio, nacionalidad, capacidad y patrimonio- 

para el desarrollo del objeto de su creación. Por ello, la legislación universal ha 

dispuesto que el ente social -ser diferente de las personas naturales que lo 

constituyeron- responde por las actuaciones y obligaciones que contrae con 

terceros e incluso frente a los accionistas. Dijo, al respecto, la Corte -C-865 de 2004-

: “La finalidad de este derecho constitucional [a la personalidad jurídica] se plasma 

entonces en la creación de entes jurídicos distintos de las personas naturales, 

con capacidad para ejercer derechos y contraer obligaciones, en aras de 

lograr la satisfacción de un interés u objetivo común, no siempre ligado a la 

obtención de lucro. Desde esta perspectiva, el derecho de asociación se 

concreta en la existencia de personas jurídicas, libres y capaces, para 

responder autónomamente por su devenir jurídico…”.  

 

Por consiguiente, siendo cierto que ninguno de los socios de la sociedad 

puede considerarse propietario o poseedor y tampoco comunero de los 

bienes de la sociedad, porque su calidad es solamente de socio, asumiendo 

el alea de las pérdidas y las ganancias y su derecho es estimado como un 

derecho social, mientras que es el ente social el verdadero dueño de las 

cosas muebles e inmuebles y caudales que conforman su patrimonio de la 

sociedad, propiedad que se diferencia totalmente del patrimonio que pueda 

tener cada socio en forma personal o particular, luego, resulta desacertado el 

razonamiento del juez para sustentar la sentencia, en cuanto estimó que 

como el demandado aseguró que con su patrimonio personal se adquirieron 

los inmuebles y su tenencia se asimila a la posesión de un copropietario o 

comunero, por su carácter de socio, entonces, esos hechos le impedían 

admitir que los inmuebles fueran ajenos y, por ahí mismo, omitió la confesión 

de mero tenedor que hizo el demandado, mismo argumento que le sirvió para 

desechar la prueba sobre la tenencia precaria que la sociedad demandante 

alega. 

 

6.2. Sin embargo, como veremos más a espacio obligado, para impartir mérito 

al recurso, estima la Sala que, también se equivocó el juez al analizar la 

prueba en este punto, para admitir la posesión del demandado, puesto que 

                                                 
2 C-090 de 2014. 
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confesó ser un mero habitador vitalicio advirtiendo 

expresamente que la sociedad demandante era la 

propietaria del inmueble, pero que él lo ocupa para habitarlo durante toda su 

existencia con su familia y era sobre esa prueba del derecho de habitación 

que debió versar el raciocinio del juez a quo, el cual, si bien acertó el problema 

jurídico no atinó a otorgar a las pruebas, la eficacia probatoria que ellas 

revelaban. 

 

6.3. Es que para nada sirve aquí como prueba de la posesión, el mero hecho 

de que el demandado sea titular o propietario de acciones, o partes de interés 

de cuotas en la sociedad demandante, a través de las cuales está 

representando el capital y patrimonio de la sociedad, dentro del cual caben 

los bienes motivo de restitución, pues no desconoce la Sala que en 

determinados casos pueda un socio de una sociedad renunciar a su condición 

de tal frente a determinado inmueble de la sociedad del cual haya tomado 

posesión para sí, pero aquí eso nunca sucedió y como la confesión del 

demandado impide la prueba sobre la posesión, a eso debía estarse. 

 

6.4. No hace falta elucubrar a profundidad para concluir que las facultades 

negociales de que era titular el aquí demandado, en virtud de las cuales 

quedó habilitado para aceptar la dación en pago respecto de los inmuebles 

objeto del presente litigio, tuvieron su fuente en su función como 

representante legal de la sociedad demandante “Londoño Álvarez 

Comercializadora Ltda. en liquidación”, cuyas potestades están relacionados 

principalmente con el ejercicio autónomo e independiente del objeto social 

para el cual fue constituida la entidad empresarial, misma facultad que no 

tenía para celebrar consigo mismo ninguna clase de contrato o convención. 

Es que la misma acta de certificación traída a colación por el funcionario, 

señala al pie de la firma del señor Jairo Londoño Arango su calidad de 

representante legal: “…quien como se sabe, se encuentra estatutariamente 

facultado para actuar sin limitación alguna…” (cfr. fl. 12 archivo digital 

contestación a la demanda). Luego, si los inmuebles fueron negociados por 

el mismo representante legal de la sociedad y fueron inscritos a nombre de la 

empresa, entonces, no hay por qué distraerse acerca de que haya sido el 

mismo demandado quien los adquirió con su propio patrimonio, porque de 

haber sido ello así en nada afecta la titularidad que detenta la demandante 

sobre dichos bienes inmuebles. 
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6.5. Por ahí mismo y por adelantado se concluye, dado que 

cuando fungió el señor Jairo como representante legal, si 

bien estatutariamente no tenía restricciones, no obstante sí existían 

restricciones legales, como atrás se expuso, contenidas en el art. 839 C. Co., 

y en caso de que hubiese violado ese régimen, la sanción de nulidad absoluta 

estaba prevista en el artículo 899 numeral 1° del Co. de Comercio, luego, no 

podía entregar mediante contrato o convención alguna a su misma persona 

el derecho de uso o habitación sobre los inmuebles de propiedad de la 

sociedad familiar que él mismo administraba, sin que se justificara incumplir 

la regla por tratarse de una sociedad familiar en la que él parece haber tenido 

para la época el control absoluto de la sociedad y, es por eso que, según lo 

afirma, decidió “autoentregarse” los inmuebles para ser habitados junto con 

su familia, de lo cual tampoco existe una prueba distinta que su propia 

afirmación y en derecho nadie puede fabricarse su propia prueba, pero 

curiosamente, desde siempre la posición de la sociedad demandante es que 

no hubo contrato sino mera tolerancia de su parte a la ocupación del bien por 

el demandado, es decir, una tenencia precaria en los términos del segundo 

inciso del art. 2220 C.C., afirmación que es aceptada en la contestación de la 

demanda, haciéndose reiterativa la afirmación de que no existió contrato de 

comodato alguno y menos precario, pues textualmente se lee: “Lo anterior, toda 

vez que no se ha configurado contrato de comodato precario alguno, dado que el demandado entró 

de manera libre y voluntaria a los inmuebles, sin que mediara relación contractual. Ello, toda vez que 

éste es socio de la empresa LACO desde su creación en 1988, por lo que Io (sic) hace propietario 

de los bienes, lo que conlleva a que tiene derecho a habitar los inmuebles con su núcleo familiar.”.  

 

Semejante afirmación, ni más ni menos constituye confesión en los términos 

de los arts. 191.2 y 193 del C.G.P., pues él mismo relató: “entré a ocupar el 

inmueble sin que mediara relación contractual alguna”, esto es, 

prevalido simplemente de que su calidad de socio fundador lo hacía 

propietario de los bienes. Pero, además, “de haber afirmado la celebración 

de un contrato de tenencia, que no es el caso”, la única “prueba” para 

sustentarlo no podría ser el solitario dicho del mismo demandado al absolver 

interrogatorio, expresión que no habría constituido confesión a la luz de las 

reglas procesales y probatorias que nos rigen. En conclusión, recuérdese que 

el demandante desde la presentación de la demanda fue consistente en que 

no hubo contrato de comodato sino mera tolerancia en la ocupación, lo que 

coincide con el citado aparte de la contestación, confesión que no hace 

menos que demostrar la existencia de una tenencia precaria o de hecho, 
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tolerada por la demandante y sus socios y nada más, 

debiéndose abrir paso las pretensiones de la demanda y 

eso amerita que se revoque la sentencia para estimar lo deprecado por la 

parte demandante. 

 

6.6. Por consiguiente, no se cansa la Sala mayoritaria en repetir que no 

estamos propiamente ante un contrato unilateral de comodato precario 

porque no tuviere fecha de duración, sino que estamos ante una tenencia de 

hecho, que fue tolerada por la sociedad y los socios, lo que a la luz del artículo 

2220 del C Civil, inciso segundo: “Constituye también precaria la tenencia de 

una cosa ajena, sin previo contrato y por ignorancia o mera tolerancia del 

dueño.” 

 

Pero aceptando, en gracia de discusión, que el demandado se hubiese 

defendido afirmando en su respuesta a la demanda la celebración de un 

contrato de comodato con una finalidad específica –lo que no sucedió-, a igual 

conclusión se llegaría, pues la prueba del mismo no podría ser su sola 

afirmación de habérselo “auto-entregado”, cuando ello reñiría abiertamente 

con la prohibición imperativa contenida en el artículo 839 C.Co., que lo haría 

absolutamente nulo conforme al numeral 1º del artículo 899 ib. Es que, de 

haberse presentado los supuestos previstos por el artículo 2º de la Ley 50 de 

1936, no habría quedado camino que declarar de oficio la nulidad absoluta 

de dicho acto o contrato, porque un contrato así viciado no podría salir airoso 

ni por la vía de las pretensiones y tampoco de las excepciones. 

 

Pero lo que sí está probado, para la mayoría de la Sala, es una situación en 

la que, sin existir contrato de comodato unilateral, sí se aprecia nítida la 

existencia de una mera tenencia de hecho tolerada por la sociedad y los 

socios respecto del socio Jairo Londoño y su familia, lo que, por ahí mismo, 

también traduciría una tenencia precaria de unos inmuebles, cuya restitución 

puede exigirse en cualquier momento, como lo está haciendo aquí el 

representante legal, facultado por el artículo 2220 del C Civil. 

 

7. No hay prueba del derecho de vivienda vitalicio. Tampoco pueda 

admitirse la calificación que de la confesión hizo el demandado, cuando 

asegura que su tenencia sobre los inmuebles se justifica por la existencia de 

un derecho de habitación vitalicio, mismo que no existe, porque su validez 
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requiere de la celebración por escritura pública registrada, 

que aquí brilla por su ausencia; luego, solamente puede 

encajar su tenencia como un hecho que fue simplemente consentido por la 

sociedad, debiéndose tipificar como tenencia precaria, tal y como lo dispone 

el art. 2220 inciso segundo del C Civil. 

 

7.1. Es que, desde la constitución de la sociedad demandante “Londoño 

Álvarez Comercializadora Ltda. en liquidación”, finalizando la década del 80, 

siempre tuvo el carácter de cerrada o, en sentido más genérico, estuvo 

precedida por la decisión de los socios de que estuviera conformada 

únicamente por familiares. Sobre este punto la Sala trae la siguiente cita 

referente a las sociedades anónimas pero aplicable para el caso: 

 

“Las sociedades anónimas cerradas, llamadas también "familiares'", son 

aquellas sociedades que son creadas por un pequeño número de socios 

que se conocen entre sí y donde predomina el "affectio societatis", es 

decir que por lo general cuentan con pocos accionistas y las acciones 

se encuentran bajo la titularidad de familiares o por lo menos 

conformada con amigos.  

 

En este tipo de sociedades las cualidades personales de los socios tienen 

una especial validez e importancia, en donde el factor personal supera al 

factor capital "Los socios no valen sólo por el aporte de capital que 

hacen a la sociedad sino que, sobre todo, deben reunir ciertas 

características que en muchos casos son más importantes que el 

propio aporte".  

 

"Son sociedades que pretenden mantener en su composición accionaría 

las mismas condiciones acordadas al momento de su constitución, 

especialmente el evitar el ingreso de extraños en la sociedad o que varíe 

la composición accionaría". "La doctrina coincide en que esta modalidad 

de sociedad anónima está reservada para un pequeño número de 

personas en el que con la gran relevancia del elemento personal 

("intuitus personae"), propio de la sociedad de personas, desean limitar 

la responsabilidad de los accionistas al aporte afectado y en cualquier 

caso, tener títulos de fácil negociación.”3 

 

                                                 
3 Oficio 220-029027 del 9 de abril de 2008 Supersociedades 
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7.2. A ello debe sumarse el dicho del mismo demandado, 

quien es claro en señalar que convivió con su esposa 

durante 54 años, antes de su fallecimiento en el año 2015 y que, desde el 

año 2006 en adelante, vivieron en propiedades que eran de las empresas 

(mnto 1:23:20 archivo 21), quedando claro entonces para esta Sala del 

Tribunal, conforme la naturaleza de la sociedad y su composición accionaria, 

que la razón por la cual el aquí demandado Jairo Londoño Arango llegó a 

habitar el inmueble con su cónyuge Nelly Álvarez (q.e.p.d), más que una 

recomendación médica, fue como una forma de proteger la fortuna familiar, 

debido al temor que esta socia sentía, “…con el divorcio que tuvo lugar de Jhon 

Jairo, en la cual ella había entrado, la esposa de él, como socia de la sociedad de 

las sociedades familiares (sic), que entonces llegara a apropiarse de los bienes 

inmuebles que teníamos, los dos apartamentos, las oficinas que las empresas 

tenían en Bogotá etc…” (cfr. mnto. 1:29:05 archivo 21).  

 

7.3. Precisamente, se puede deducir ese carácter de tenencia precaria en 

este caso ya que nunca existió comodato, puesto que el comodato típico se 

distingue porque se hace entrega de la cosa durante cierto tiempo y con 

determinada finalidad para ser devuelta una vez ella se cumpla; mientras que 

el comodato precario se caracteriza o distingue como precario, puesto que en 

ese tipo de negocio jurídico no se pacta plazo y puede resolverse a voluntad 

del dueño en cualquier momento, con la consiguiente restitución de acuerdo 

con los artículos 2219 y 2220 del Código Civil. Empero, otra cosa es cuando 

a ciencia y paciencia se tolera la tenencia por un tercero de una cosa por el 

dueño o poseedor, lo que en esencia constituye una mera tenencia precaria 

que el derecho acepta, pero que a la vez autoriza al dueño o poseedor para 

exigir la restitución de la cosa en cualquier tiempo, a la luz del art. 2220 inciso 

segundo del Código Civil, “pues es libre de no seguir tolerando ese hecho y 

por eso las pretensiones de la demanda se abren paso. 

 

7.4. Así las cosas, habiéndose desvirtuado en el respectivo acápite 

motivacional de esta providencia, los argumentos en los que el demandado 

fundamenta su defensa, la pretensión restitutoria debe ser acogida en su 

integridad, por reunir los presupuestos necesarios para tal fin.  

 

8. Colofón de lo ampliamente expuesto, es por lo que la sentencia será 

revocada, para, en su lugar, disponer la restitución de la tenencia precaria del 
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demandado, debiéndose proferir la condena pertinente, 

además de la condena en costas de ambas instancias al 

demandado, a favor de la sociedad demandante, tras la prosperidad de su 

recurso. 

 

De esta manera y con fundamento en las precedentes consideraciones, el 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, Sala Cuarta de Civil de 

Decisión, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad 

de la ley, 

III. FALLA: 

 

PRIMERO: SE REVOCA ÍNTEGRAMENTE la sentencia del pasado 28 de 

enero de 2021, proferida por el Juzgado Sexto Civil del Circuito de Medellín, 

en cuanto halló acreditada la excepción de inexistencia de la relación 

tenencial de comodato precario, para, en su lugar, declarar INFUNDADAS 

las excepciones formuladas por la parte demandada, por los motivos 

expuestos en la presente providencia. 

 

SEGUNDO: Se ordena al demandado Jairo Londoño Arango restituir en favor 

de la sociedad Londoño Álvarez Comercializadora Ltda. en liquidación, la 

tenencia de los inmuebles identificados con matrícula inmobiliaria 001-

614575; 001-614492; 001-614493 y 001-614538, correspondiente al 

apartamento 302, garajes número 56 y 57 y cuarto útil, respectivamente, del 

Edifico Biarritz, ubicados en la calle 1b Sur número 38-10, de la Ciudad de 

Medellín, cuyos linderos particulares se encuentran señalados en los hechos 

de la demanda. Dicha restitución deberá hacerse dentro de los 05 días 

siguientes a la ejecutoria de esta providencia.  

 

En caso, de que la presente orden no se cumpla en el término establecido, el 

juez a quo, comisionará a la autoridad judicial competente para que practique 

la respectiva diligencia de restitución o lanzamiento, haciendo uso de la 

fuerza pública, de ser necesario. 

 

TERCERO: Condenar al demandado Jairo Londoño Arango a pagar las 

costas de ambas instancias a favor de la sociedad demandante. En esta 

instancia, serán fijadas, incluyendo las agencias en derecho, en el momento 
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procesal oportuno por el Magistrado Sustanciador. Fíjense 

y liquídense las de primera por el funcionario de primera 

instancia. 

 

CUARTO: Cumplida la ritualidad secretarial, remítase el expediente al 

Juzgado de origen.  

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, DEVUÉLVASE Y CÚMPLASE, 
 
 
 
 

 

JULIAN VALENCIA CASTAÑO 
Magistrado        

 
 
 
 
 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
Magistrada 

 
 
 

 
con salvamento de voto                                                                       

JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 
Magistrado 


